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Buenos Aires, Septiembre 12-14, 2001)

Rodrigo Villar

INTRODUCCION

Alrededor de las organizaciones del Tercer Sector se han creado amplias expectativas sobre su
papel en el desarrollo, democratización y cambio social. A este sector se le adjudican
importantes virtudes en la solución de problemas sociales, en la generación de innovaciones, en
la capacidad de producción de bienes públicos, en los procesos de democratización y equidad
social. Sobre la base de casos exitosos y algunas anécdotas, se suele generalizar las ventajas
comparativas de algunas de las organizaciones al conjunto del sector.  Las ideas sobre el Tercer
Sector como el “lado virtuoso de la sociedad” y la fuerza democratizadora de cambio, suelen
estar acompañadas de una historia que subraya el origen “desde abajo” de sus organizaciones y
su actuar desinteresado y altruista por fuera del gobierno y  la política.

El poco conocimiento que hasta ahora tenemos del Tercer Sector, nos muestra sin embargo una
historia un poco más compleja. La heterogeneidad y multiplicidad de perspectivas que
promueven las organizaciones y no un común denominador de valores y funciones, parece ser la
regla. La defensa de la democracia y la promoción de prácticas democráticas son parte de las
orientaciones de muchas de las actuales organizaciones del sector, pero no todas las entidades no
lucrativas en el presente, ni menos aún en el pasado, han adherido a principios democráticos y de
inclusión social. Varias de estas  organizaciones han contribuido al cambio social, sin embargo
otras han estado orientadas a la continuidad social y al mantenimiento del status quo. Mientras
algunas aportan a la creación de capital social, en otras ha imperado la desconfianza hacia grupos
diversos y han sido reacias al pluralismo. Algunas conciben su acción bajo esquemas de
prestación de servicios profesionales, otras se orientan a la organización de la comunidad o
buscan incidir en las políticas públicas. La variedad de orientaciones, funciones, tipos de bienes
que producen es lo que caracteriza a las organizaciones del tercer sector, y esta variedad genera
una gran dificultad, o quizás la imposibilidad, de generalizar sobre los aportes del sector a la
sociedad.

A medida que el conocimiento sobre el sector avanza, el "mito de la infalibilidad" de sus
organizaciones se cuestiona (Najam. A. 1996:339-340), poniéndose de presente que muchos de
los valores que se le adjudican a estas organizaciones (democracia, equidad, inclusión,
participación, interés por lo público, etc) y muchas de las funciones y capacidades
(flexiblibilidad, innovación, promoción de la participación, trabajar cerca de la gente, generar
capital social, etc) si bien están presentes en un importante número de estas organizaciones, no
necesariamente son  generalizable al conjunto. Compartir los rasgos estructurales y
operacionales, los cuales constituyen el común denominador de las organizaciones del Tercer
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Sector (ser instituciones creadas voluntariamente, sin ánimo de lucro, privadas y no
gubernamentales), no parece ser un predictor válido de los aportes sociales de estas
organizaciones, ni una guia para pensar sus orientaciones valorativas y funciones.

En relación a la historia, origenes y evolución histórica de estas organizaciones no lucrativas, la
diversidad es tan marcada como sus orientaciones y funciones. Algunas han sido promovidas
desde "arriba", mientras otras tienen un origen independiente y crítico de los poderes
establecidos. Algunas de las creadas desde "arriba" mantuvieron su posición cercana al poder,
otras adquirieron autonomía y se constituyeron en la infraestructura social para importantes
movimientos sociales. Contrario a la visión que se suele presentar del tercer sector como el de un
grupo conformado por organizaciones independientes de la política, del poder y del gobierno, la
historia de un amplio número de estas entidades ha estado ligada a la formación y transformación
del Estado, a los arreglos institucionales inherentes a estos cambios y a la relación directa con los
diversos actores intervinientes en esas transformaciones.

Esta ponencia tiene como objetivo contribuír desde el caso colombiano a una visión más
compleja del tipo de organizaciones que componen el sector, evitando generalizaciones sobre sus
origenes, características y aportes. Inicialmente presentaré la información básica sobre la
dimensión, estructura y fuentes de recursos del Tercer Sector en Colombia, retomando los
resultados del Proyecto Comparativo sobre el Sector No Lucrativo coordinado por la
Universidad Johns Hopkins. En un segundo aparte, discuto las limitaciones de varias de las
teorías sobre el Tercer Sector y resalto la importancia de las variables políticas y sociohistóricos
de la teoría de los orígenes sociales, así como de los arreglos institucionales para entender la
dinámica del sector. En un tercer aparte esbozo una síntesis histórica de los diversos origenes de
las organizaciones del sector, con el objetivo de mostrar para el caso colombiano, la importancia
de los distintos factores que enfatiza la teoria de los origenes sociales. Igualmente busco mostrar
con esta apretada mirada histórica, los diversos actores que promovieron las organizaciones, la
heterogenidad de valores que han estado presentes en su desarrollo, la diversidad de formas de
actuación en relación con la sociedad y el estado, asi como la multiplicidad de funciones que han
tenido estas organizaciones.

1. CARACTERISTICAS BASICAS DEL TERCER SECTOR EN COLOMBIA1

a. Dimensión del Tercer Sector en Colombia
La medición de la dimensión del Tercer Sector en el Proyecto Comparativo se realizó utilizando
dos indicadores: 1) el porcentaje de empleo de las organizaciones en relación con el empleo total
del país y  2)  el número de voluntarios dentro de las organizaciones.2 En las 135.599 entidades
colombianas sin ánimo de lucro incluidas en el estudio, encontramos que en 1995 trabajaban
286.861 empleados de tiempo completo o equivalente. Esto representaba para ese año el 2.38%

                                                
1 Para una ampliación de la información sobre el Tercer Sector en Colombia ver Villar, R. 2001.
2  Los criterios de selección para incluír organizaciones en el estudio y estudiar sus características básicas fueron los siguientes: No distribución
de excedentes entre los socios o miembros,  tener una estructura organizacional, ser instituciones privadas no gubernamentales, tener formas
formas propias de autogobierno, ser creadas voluntariamente. Del conjunto de entidades que cumplieron las características señaladas atrás, se
excluyeron las organizaciones políticas de carácter partidista y las religiosas que administran el culto o los sacramentos. Las organizaciones
promovidas por las iglesias pero separadas estructuralmente de ellas y no dedicadas a la actividad sacramental están incluidas en el estudio.
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del empleo total no agrícola del país. El número de voluntarios de tiempo completo o equivalente
que trabajaba en ese mismo año en estas entidades era de 90.756. Esto significa que entre
empleados remunerados y voluntarios, el país contaba en 1995 con 377.617 personas trabajando
de tiempo completo o equivalente en las entidades sin ánimo de lucro. Este número corresponde
al 3.11% del empleo no agrícola del país.

La comparación con el sector de servicios y con el empleo en el sector público nos permite tener
una mejor idea del peso relativo del Tercer Sector. En relación con el empleo total en servicios,
en donde está la mayor parte de la actividad de las entidades sin ánimo de lucro, la participación
del Tercer Sector es de 14.9%. Si la comparación se hace incluyendo a los voluntarios, la
participación alcanza al 18.8%. En relación con el empleo en el sector público, la comparación
arroja cifras muy significativas. La comisión de Racionalización del Gasto Público estimó en
935.263 el total del empleo público para 1995. Esto incluye el empleo público a nivel nacional,
departamental y de los municipios capitales de departamento. También incluye los docentes,
fuerzas armadas y policía, servicios de salud y juntas de deporte.3 En relación con esta cifra, el
empleo en el Tercer Sector es equivalente a una tercera parte del empleo en el sector público
(30.7%) y al 40.4%, si la comparación se hace incluyendo a los voluntarios. Mirada de esta
manera la cifra del empleo en las entidades sin ánimo de lucro adquiere una importancia
significativa.

b.- Estructura interna del sector
El análisis de las áreas en las cuales las organizaciones del Tercer Sector desarrollan sus
actividades, nos permite tener un mejor panorama del sector. Veamos a continuación algunas de
las características básicas de esta estructura:

Estructura balanceada. La diferencia  en cuanto a la actividad que desarrollan las ESAL  varía
de acuerdo con las regiones que se analizaron en el estudio. Mientras que en Europa Central y
Oriental hay concentración de las entidades sin ánimo de lucro en los renglones de cultura, en
otros países desarrollados como Estados Unidos y Australia hay una concentración en entidades
en salud. En América Latina hay un peso muy grande de las entidades sin ánimo de lucro en el
campo de educación.  El 44% del empleo  en las entidades sin ánimo de lucro de América Latina
se concentra en educación.

En Colombia, la educación está en un primer lugar como área de actividad para las entidades sin
ánimo de lucro (26.6%), seguida por la salud (17.5%), las asociaciones de empresarios,
profesionales y de trabajadores (15.1%), los servicios sociales (14.6%) y el desarrollo
económico, social y comunitario (13.1%). A pesar de que la educación en Colombia, al igual que
en los otros países latinoamericanos, es el área de actividad más importante de actividad, no
concentra tanto el empleo como en esos países. En Perú la educación representa el 74.5% del
empleo del sector, en México el 43.2%, en Argentina el 41.2% y en Brasil el 36.9%. En ese
sentido, la composición del sector sin ánimo de lucro en Colombia, es más balanceada entre los
diferentes campos.

                                                
3 Ver  Informe de Racionalización del Gasto y de las finanzas Públicas, 1997, página 122
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Predominancia de la función de servicios sobre la expresiva. En un reciente análisis del
trabajo voluntari, Salamon, L y Sokolowski, W. (2001:16) clasifican las áreas de educación,
salud, servicios sociales y desarrollo económico, social y comunitario como actividades de
servicios, y las áreas de cultura, deportes, recreación, ambiente, advocacy, asociaciones
profesionales, de empresarios y trabajadores, como actividades expresivas. Siguiendo esta
clasificación encontramos que en el Tercer Sector colombiano la función de servicios (71.3%)
predomina de manera importante sobre la expresiva (26.6%). Cuando se tiene en cuenta a los
voluntarios la predominancia de la función de servicios (77%) sobre la expresiva es aún mayor
(19%).

Importancia de las organizaciones para el desarrollo económico  y social de las
comunidades. El subgrupo de organizaciones colombianas que trabaja en torno al desarrollo
económico y social de las comunidades, así como las organizaciones comunitarias mismas,
constituyen uno de los conjuntos importantes dentro de las ESAL con relación al empleo que
generan (13.1%). En los países latinoamericanos estudiados el peso de este grupo de estas
organizaciones sólo es equiparable en el caso del Perú (14.5%). Para los otros países la
importancia de estas organizaciones es bajo ya que en Argentina representa el 5.7%, en Brasil un
1.1% y en México el 0.5%.

Dentro de este subgrupo se encuentra un número importante de ONG y de fundaciones que
orientan sus programas hacia comunidades pobres, así como de organizaciones comunitarias que
promueven el autodesarrollo.

Importancia de las fundaciones empresariales. En Colombia las fundaciones creadas a partir
de los aportes de empresas privadas son un fenómeno de gran importancia y de mayor peso en
relación con otros países de la región. En el trabajo realizado por el grupo de investigación sobre
la filantropía en América Latina apoyado por la Fundación Ford, se identificaron 50 fundaciones
empresariales en Argentina, 29 en Chile, 10 en Perú y 97 en Colombia. Un amplio número de las
fundaciones empresariales colombianas tienen programas en el campo del desarrollo económico
y social. El apoyo a las microempresas ha ocupado un lugar preponderante dentro de las
actividades de un grupo importante de estas fundaciones.(Rojas, M.C. 2000)

Al incluír el trabajo voluntario, los servicios sociales y desarrollo y vivienda adquieren más
importancia. Cuando se incluye el trabajo voluntario, la composición del sector varía de manera
significativa. Aún cuando el campo educativo sigue predominando (20.2%), la distancia con el
segundo campo en importancia disminuye. Servicios sociales (18.7%) y no salud como cuando
no se incluyen voluntarios ocupa este segundo lugar y es seguido con un porcentaje similar por el
de desarrollo y vivienda (18.5%).

Estos dos últimos campos son los que aportan el mayor porcentaje de voluntarios en relación con
el total, 35.6% (desarrollo y vivienda) y 31.6% (servicios sociales). La importancia de estos dos
campos está determinada en buena parte por el peso de dos programas promovidos por el
gobierno: el de las juntas de Acción Comunal para el campo del desarrollo y el de los hogares de
Bienestar Familiar en el caso de los servicios sociales.
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Dos aspectos llaman la atención en relación con la predominancia de estos campos en el trabajo
voluntario. Primero, la capacidad gubernamental para movilizar el trabajo voluntario de amplios
sectores  de la población para la construcción de infraestructura social, en el caso  de las Juntas
de Acción Comunal y para el cuidado y alimentación infantil, en el caso de los Hogares. Las
Juntas de Acción Comunal  (JAC) y los Hogares de Bienestar Familiar (HBF) representan un
porcentaje muy alto de organizaciones en relación con el número total de las ESAL en el país
aun cuando no necesariamente en el empleo remunerado que generan. Estos dos tipos de
organizaciones son también las más extendidas y con mayor presencia en las zonas pobres del
país. Al igual, que otras iniciativas promovidas por el gobierno, estos programas basan su
estrategia en la movilización de recursos voluntarios comunitarios de sectores pobres de la
población colombiana.

El  segundo aspecto llamativo es que, en los casos de las JAC y de los HBF, el trabajo voluntario
es mas un trabajo de ayuda mutua o trabajo solidario que un trabajo voluntario para ayuda a una
población diferente a la que realiza el trabajo.

c. Fuentes de Ingresos

A continuación se presentan las principales características de las fuentes de ingreso de las ESAL
en el país.

Predominancia de los ingresos privados en América Latina. La característica más notoria de
los países de América Latina en relación con la fuente de ingresos de las ESAL, es la
predominancia de los ingresos privado derivados de cuotas y pago por servicios (74.1%) y el
bajo peso tanto de los recursos gubernamentales (15.5%) como de las donaciones de empresas e
individuos (10.4%). En todos los países de la región, el orden de importancia de las fuentes se
mantiene pero hay variaciones en el peso relativo de las mismas que vale la pena destacar. Para
las ESAL de la Argentina, por ejemplo, los recursos gubernamentales representan un 19.5%
mientras que para las mexicanas, este porcentaje disminuye a 8.5%.

En el caso de las donaciones privadas, Colombia tiene la mayor proporción (14.9%) y México la
menor (6.3%). Los ingresos derivados de cuotas y pago por servicios representan para todos los
casos estudiados en Latinoamérica, el mayor porcentaje en el total de los ingresos. En México
estos ingreso representan el 85.2% del total de los ingresos, en Colombia el 70.2% y en Perú el
67.8%.

Los resultados de este estudio en relación al origen de los ingresos nos muestra una realidad
distinta a la que comúnmente se tiene del Tercer Sector. En general este es un sector proyectado
como el sector filantrópico, bajo el supuesto que las donaciones privadas son su fuente básica de
recursos. Pero como hemos visto, las donaciones para las ESAL en Colombia y en América
Latina constituyen un porcentaje pequeño de los recursos, al igual de lo que ocurre a nivel del
conjunto de los 22 paises estudiados, donde este tipo de ingresos constituye una fuente
relativamente pequeña del total de los ingresos (10.5%). Por otro lado, suele pensarse en el
Tercer Sector como un grupo de organizaciones donde los recursos gubernamentales tiene poco



6

peso. Esto es cierto para América Latina, donde como vimos anteriormente, en promedio,
solamente el 15% de los recursos provienen del sector público. Sin embargo, para el el promedio
de los 22 paises el 41.3% del total de los recursos proviene de sus gobiernos. En los países
europeos incluidos en el estudio,  el peso de los recursos públicos en el ingreso de las ESAL es
de 55.6%. Para paises como Irlanda, el 77.2% de los ingresos de estas organizaciones proviene
del gobierno. En Alemania los recursos gubernamentales representan un 64.3%, en Israel un
63.9% y en los Paises Bajos un 59.3%.

Lo que caracteriza al Tercer Sector en Colombia en términos de fuentes de recursos es entonces
un apoyo muy bajo por parte de los gobiernos a las entidades sin ánimo de lucro, a pesar de que
como veremos en la parte histórica, el gobierno ha sido importante en la promoción de
organizaciones. Existe un altísimo peso de los recursos privados, que ingresen como cuotas,
matrículas y prestación de servicios y un nivel bajo de donaciones. Parece, sin embargo, que esto
está cambiando en los últimos años y existe una tendencia hacia una transferencia mayor de
recursos públicos del gobierno hacia las ESAL para la contratación de servicios sociales.

2. LA TEORIA DE LOS ORIGENES SOCIALES Y LA IMPORTANCIA DE LOS
ARREGLOS INSTITUCIONALES EN LA DINAMICA DEL SECTOR

La importancia adquirida por el Tercer Sector en los últimos años no ha contado con un
desarrollo paralelo de teorías específicas sobre el sector. Es muy poco lo que sabemos sobre los
factores que explican la dinámica y características del sector en nuestros paises, lo cual limita la
orientación de decisiones informadas para proponder por programas y políticas que contribuyan
a su desarrollo. En la última década se han producido refinamientos de viejas teorías y
acumulación de un importante cuerpo de material empírico, en general desarrolladas en centros
académicos norteamericanos (Anheir, H. 1995: 15-16). Entre estas teorías sobresalen la de los
bienes públicos de Weisbrod (1986), basada en las fallas del gobierno y del mercado; la de
Hansmann (1986), elaborada a partir de las fallas contractuales; la de James (1987), que
incorpora la oferta institucional como parte de la explicación y la de Salamon (1987) que busca
explicar la interdependencia entre el Tercer Sector y el gobierno.

Estas teorías privilegian la función de prestación de servicios para realizar sus análisis y buscan
explicar por qué algunos servicios son prestados por Entidades Sin Animo de Lucro (ESAL) y no
por el gobierno o por el sector privado con ánimo de lucro. Temas como el papel de los arreglos
instituciocionales y la política suelen dejarse de lado en estas teorías, a pesar de que las
organizaciones del tercer sector son tanto mediadoras de intereses como proveedoras de servicios
y combinen aspectos sociales y políticos con objetivos económicos (Anheir, H. y Seibel, W.
1990).4

                                                
4 Para una ampliación sobre la crítica a las teorías basadas unilateralmente en variables económicas y sobre la importancia de las
variables políticas, ver Bonamusa, M y Villar, R. 1998.
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Recientemente, Salamon y Anheir han propuesto la teoría de los orígenes sociales para superar
las limitaciones señaladas. Su punto de partida es que las ESAL no se desarrollan en un vacio
institucional y que su desarrollo no puede ser atribuido a un factor único, llámese falla del
mercado, falla del estado, demanda insatisfecha por parte del estado sobre bienes públicos, u
oferta de empresarios sociales derivado de la competencia religiosa. En sus palabras: “la
selección en torno a si la provisión de servicios la presta el mercado, el tercer sector o Estado, no
es realizada libremente por consumidores individuales en un mercado libre, como lo asumen los
defensores de las teorías económicas, sino que está limitada por patrones de desarrollo histórico”
(1996:18). Acudiendo a patrones históricos sugieren cuatro tipos de regímenes de entidades sin
ánimo de lucro: Estatista, liberal, social demócrata y corporativista.5

Los elementos del modelo estatista de la teoria de los origenes sociales (actividad estatal baja en
la provisión de servicios, debilidad del sector, prevalencia de los servicios sobre el area
expresiva, estructura política autoritaria, alianza de la iglesia con los elementos conservadores
del poder, limitada capacidad de movilización de las clases trabajadoras, de las clases medias y
de los sectores rurales sobre las élites dominantes), son los mas cercanos al caso de Colombia.
(Salamon, L. Anheir, H. p.87-88). Sin embargo, la forma como actúan estos factores en la
creación y desarrollo del sector, apenas la empezamos a entender. Tenemos como tarea
pendiente el pasar de la descripción histórica y de la descripción de la estructura del sector a una
interpretación de la interacción de los factores que han incidido en su desarrollo.

La teoria de los origenes sociales tiene dos importantes virtudes. Una de ellas es la de incluír
variables políticas, sociales e institucionales en el análisis, superando así la mirada centrada en
explicaciones económicas y unidimensoinales presentes en la mayor parte de los otros modelos
teóricos. La otra virtud es introducir la idea de la diferenciación interna del sector y la
coexistencia de las diferentes funciones del mismo (advocacy, expresiva, servicios, etc.).

Sin embargo, a pesar de los importantes esfuerzos de la teoria de los origenes sociales por
superar las limitaciones derivadas de enfatizar la función de servicios sobre las de orden político
y quizás por la precariedad de información histórica y socio-política sobre el sector, los tests
iniciales para probar esta teoría se han realizado sobre la base de variables económicas (empleo y
fuentes de financiación), quedando apenas enunciados algunos elementos de importancia sobre el
análisis socio político (1996:22-39). Por otro lado, a pesar de la importancia de la idea de la
diferenciación interna del sector, la explicación sobre los diferentes tipos de relación de las
ESAL con el Estado en un mismo período histórico (confrontación, complementación o
colaboración) no tienen actualmente un desarrollo fuerte en esta teoría.

A nuestro entender, los factores políticos, valorativos propios de sus organizaciones, así como
los arreglos institucionales y las relaciones con el Estado en los cuales se desenvuelven estas
organizaciones, no sólo permiten una mejor comprensión de la dinámica previa del sector, sino
también permite dar mejores luces para entender el papel potencial de estas organizaciones en
temas de gran trascendencia para América Latina, como la consolidación de la democracia, la
recontrucción del espacio de lo público y la redefinición del quehacer político.

                                                
5 Para una explicación de los diversos regímenes, ver Salamon, L. y Anheir, H. 1996
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En el aparte que sigue vamos a realizar una apretada síntesis sobre la historia del Tercer Sector
en Colombia con el propósito de mostrar el vínculo de las ESAL con la dinámica sociopolítica
del país. Esa misma historia sugiere que el peso de los arreglos institucionales y de los actores
políticos, como lo propone la teoría de los origenes sociales, es fundamental en la explicación de
la dinámica del sector.

3. NOTAS SOBRE LAS HISTORIAS DEL TERCER SECTOR Y DE SU PROCESO DE
DIFERENCIACIÓN PAULATINA DEL ESTADO.6

En Colombia, el peso directo de los poderes públicos y de los partidos políticos en la formación
y dinámica de un amplio grupo de entidades sin ánimo de lucro, parece ser mayor de lo que suele
suponerse. En algunos casos, los poderes públicos y los actores políticos fueron los promotores
directos de entidades sin ánimo de lucro. En otros casos, buscaron regular y controlar las
existentes como estrategia de ampliación del poder estatal, en otros, se buscó instrumentalizar a
algunas organizaciones a favor de objetivos político-partidistas o para el desarrollo de programas
gubernamentales. En no pocas ocasiones, buscaron el control o supresión de las organizaciones
que consideraron opuestas a los estrechos límites del régimen político. En medio de estos
procesos, en diversas ocasiones se crearon diversos modelos mixtos de prestación de servicios
con recursos gubernamentales y gestión "privada" de las entidades sin ánimo de lucro, o lo que
hoy llamariamos alianzas entre el sector gubernamental y no gubernamental.

A lo largo de la historia colombiana se pueden encontrar también ejemplos variados de entidades
sin ánimo de lucro independientes de los gobiernos y de los partidos, sin embargo, como
fenómeno generalizado, la formación autónoma y desde "abajo" de este tipo de organizaciones es
relativamente reciente. El escenario donde predominaron las relaciones instrumentales y de una
sola vía, dominadas desde "arriba" por los partidos y el gobierno, ha empezado a transformarse
lentamente en las últimas décadas. Las organizaciones de la sociedad civil autónomas y el
establecimiento de formas no instrumentales de diálogo político entre gobierno, partidos y estas
organizaciones, es un fenómeno relativamente reciente. Las políticas de descentralización de
mediados de los ochentas y los cambios introducidose por la Constitución de 1991 contribuyeron
a crear condiciones institucionales propicias para estos desarrollos.

En ese sentido, más que una historia aislada del Estado, de las instituciones públicas y de los
partidos políticos, las historias de las organizaciones del Tercer Sector han sido
interdependientes y entrelazadas con las instituciones estatales, permeadas por vínculos
ideológicos, flujos de recursos y roles complementarios, conflictivos o suplementarios. Y así
como la dinámica de estas organizaciones no se ha dado en un vacío institucional, su futuro no
dependerá solamente del crecimiento y calidad del “sector”, sino de las reglas del juego en las
que se desenvuelvan y de los arreglos institucionales en que se den las relaciones entre las
organizaciones del sector, las agencias gubernamentales y la empresa privada. Reglas del juego y
arreglos institucionales, no sobra decirlo, en cuya creación y cambio, las organizaciones del
sector han tenido y tendrán un papel de gran importancia.

                                                
6 Este aparte es un resumen del capítulo 1 del libro del autor sobre el Tercer Sectoren Colombia. Ver Villar, R. 2001:23-93.
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A continuación se esboza una rápida historia de las organizaciones del Tercer Sector, organizada
de forma esquemática de acuerdo a los actores que jugaron un papel preponderante "desde
arriba" en el origen de las mismas (Iglesia, gobiernos, partidos) y "desde abajo" (ciudadania). Por
supuesto, no sólo las fronteras entre estos procesos tienen mucho más de gris que de blanco y
negro, y muchos esfuerzos "desde arriba" para movilizar y organizar a la población, se
convirtieron posteriormente en la base social "desde abajo" para protestar por las políticas
trazadas "arriba".

La institucionalización de servicios a través de las "alianzas" Iglesia-Estado y la precaria
secularización por parte del débil Estado colombiano. La Iglesia Católica como institución y
el católicismo como orientación valorativa, jugaron un papel preponderante en la conformación
del Tercer Sector en Colombia. La institucionalización de servicios sociales a través de los
arreglos institucionales Estado-Iglesia generó una matriz básica para el desarrollo del sector y
sólo tardiamente la Iglesia católica jugó un importante papel en la promoción de organizaciones
que le dieran voz a poblaciones particulares contribuyendo a su empoderamiento (función
expresiva).

La influencia de la religión en las organizaciones no lucrativas en Colombia, no sin embargo la
que Tocqueville encuentra en Estados Unidos. El papel de la religión en el origen de las
organizaciones sin ánimo de lucro, tuvo un marco muy distinto en ese país, donde no existió un
monopolio religioso en el gobierno y donde la separación entre Estado e Iglesia se marcó desde
épocas tempranas, permitiendo que las iglesias promovieron la libertad civil sin apoyar ningún
tipo particular de sistema político. Allí también el papel de la religión fue de gran importancia
para la formación de las organizaciones, pero como lo ha documentado Theda Skocpol, la
competencia religiosa y la formación de organizaciones translocales de las distintas orientaciones
religiosas para difundir sus valores, jugaron un papel fundamental en el desarrollo de una
sociedad civil diversa, controlada “desde abajo” y con gran capacidad de empoderamiento
(Skocpol, T. 1999:43-45). Las religiones no tomaron parte directa en el gobierno de la sociedad,
sin embargo, dirigiéndose a la comunidad y regulando la vida doméstica, contribuyeron a la
regulación del Estado. Por el contrario, la Iglesia católica que influyó en el origen y desarrollo de
las organizaciones en Colombia, tuvo funciones oficiales en los asuntos civiles y se alió a partir
de mediados del siglo XIX con un partido político. Esta fue una religión que buscó desde el
Estado influir sobre el alma de la nación y sobre la cual, a pesar de muchos intentos, el Estado no
logró convertirla en un asunto de decisión privada sino hasta muy entrado el siglo XX.

El Real Patronato de Indias, por el cual se regularon durante tres siglos y medio de colonización
española las relaciones entre la Iglesia y la Corona, se constituyó en el acuerdo básico dentro del
cual se desarrollaron un amplio número de instituciones no lucrativas durante la colonia. El
Patronato fué una "delegación parcial" de la autoridad del Rey en las jerarquías eclesiásticas y
una especie de "gobierno asociado". Bajo esta formula la realeza le otorgó amplios privilegios y
protección para la Iglesia, a cambio del compromiso de ésta para cristianizar las poblaciones
conquistadas, legitimar el proceso de colonización y administrar la educación, los hospitales,
orfanatos y hospicios. (González, F. 1997:123).
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En el siglo XIX, después de la independencia de España, el marco de relaciones Iglesia-Estado
entró en tensión pero sin lograrse realizar el proyecto secularizador de los liberales. Algunos
sectores de la Iglesia buscaron superar su subordinación a las prerrogativas del poder civil y
recuperar la autonomía perdida con el Patronato, pero sin sacrificar los privilegios ganados por el
mismo, ni el monopolio ideológico y religioso sobre la población (González, F. 1989a:344). Por
otro lado, dentro del proyecto liberal de medio siglo (1851-1876), el cual buscaba crear una
sociedad liberal, federalista y un Estado laico, aparecieron como imperativos políticos el control
sobre la Iglesia y la conversión de la religión en un asunto concerniente a la esfera privada. Con
esto querían neutralizar la inmensa influencia social del clero (González, F. 1997:154). Los
conflictos entre Estado e Iglesia, derivados de esta doble dinámica, fueron el escenario en el que
se desenvolvieron buena parte de las organizaciones sin ánimo de lucro de la época, incluidos los
partidos políticos.

El “problema religioso” tuvo su expresión más aguda y conflictiva en el campo de la educación,
donde se generó una línea divisoria en las posiciones ideológicas entre liberales y conservadores
en la forma de asumir las reformas educativas. Esta división política estuvo presente de manera
importante en la formación de los partidos, en la dinámica de las entidades no lucrativas
dedicadas a la educación (colegios, universidades religiosas y asociaciones educativa) y con una
división partidaria menos definida en las de  servicios sociales, amparo  y salud.

El punto de partida de la institucionalidad estatal republicana en materia de beneficencia y de
secularización de la asistencia social fue la Junta General de Beneficencia de Cundinamarca,
creada en 1869. Esta Junta en su estructura y forma de operación expresa, sin embargo, la
imposibilidad de completar la tarea de la secularización (Castro, B. 1998. Cap. II. Pgs. 2-3). La
participación de las comunidades religiosas continuó siendo fundamental para la administración
y para las operaciones diarias de estas instituciones de beneficencia. Su experiencia en la
prestación de estos servicios por parte de las comunidades y la imposibilidad de una ejecución
directa por parte de funcionarios gubernamentales, condujo a la necesaria complementariedad
entre la Iglesia y el Estado para el desarrollo de los servicios de salud y amparo para poblaciones
pobres.

Al final del siglo XIX e inicios del XX, el sistema mixto de prestación de servicios sociales se
mantuvo en diferentes campos. El apoyo gubernamental a instituciones educativas y a
establecimientos de beneficencia civiles o religiosos fue una constante en esta época. Se
establecieron convenios con comunidades religiosas para la prestación de diversos servicios
sociales, a través de las misiones, de sistemas de becas, de convenios para la administración de
los colegios “oficiales”, escuelas de artes y oficios, hospitales, hospicios y asilos de beneficencia.
Igualmente, se promovieron desde el gobierno, programas con apoyo de la población como los
restaurantes escolares o las sociedades de patronato escolar.

En las primeras décadas del siglo XX, los conceptos de asistencia pública y de responsabilidad
social del Estado entran en el discurso político a pesar de la importancia que siguió manteniendo
la caridad y la beneficencia. La asistencia pública hacía referencia a la actividad de asistencia
social basada en la responsabilidad del Estado. Una responsabilidad pública no definida desde un
punto de vista moral, donde la caridad y la responsabilidad individual eran las guías, sino una
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responsabilidad basada en una perspectiva política y social. Los promotores de este discurso no
le restaron importancia a las motivaciones religiosas para la formación de instituciones privadas
de asistencia social, pero no propusieron la caridad y la beneficencia como el núcleo de la
actividad estatal en materia de asistencia social (Castro, B. 1998. Cap. II. Pgs. 36-39). Al igual
que en el siglo XIX, sin embargo, la precariedad del Estado y las ideas en boga sobre la
beneficencia, no permitieron el que se asumiera la asistencia pública como responsabilidad
exclusiva del gobierno.

El período que se inicia con la Gran Depresión enfatiza la idea del Estado intervencionista y de
la asistencia pública. Durante los gobiernos liberales de esa época, y especialmente durante el
primero de López Pumarejo (1936-40), se planteó una nueva concepción del Estado que
encuentra en la reforma constitucional de 1936, su expresión más clara. En esta nueva
constitución la asistencia pública se establece como función estatal y se postuló la intervención
del Estado como forma de garantizar el cumplimiento de sus “deberes sociales”. La oposición a
este proyecto de nación no se hizo esperar mucho tiempo. La alianza del episcopado y el partido
conservador en contra de la reforma constitucional y de las reformas sociales que de ahí se
derivaron (fiscal, agraria, laboral y educativa), agudizaron la polarización y la intolerancia
política que más adelante se convertiria en violencia partidista  y se expandiría en campos y
ciudades colombianos.

En este contexto de polarización surgieron importantes entidades sin ánimo de lucro, algunas de
ellas ligadas a los partidos políticos. Los liberales, por ejemplo, facilitaron la consolidación de
una confederación sindical cercana a sus planteamientos, así como de otras organizaciones
civiles de apoyo a sus programas. El partido conservador y la Iglesia, por su lado, también
apoyaron el desarrollo de organizaciones sindicales y de centros educativos cercanos a sus
planteamientos políticos e ideológicos y contrarias al espíritu de las reformas.

Desde el gobierno se promovió un mayor control estatal sobre las instituciones de beneficencia.
Pero como en ocasiones anteriores, estos intentos de intervención gubernamental fueron intentos
débiles que no lograron el establecimiento real de derechos sociales para los ciudadanos y que,
por convicción o necesidad, mantuvieron un campo abierto a la beneficencia pública, al sistema
mixto de prestación de servicios sociales y al desarrollo de varias instituciones privadas en áreas
como educación, salud y protección infantil.

A partir del acuerdo del Frente Nacional (1958-1974), de acuerdo al cual los partidos liberal y
conservador se comprometieron a rotar la presidencia y a convivir burocráticamente, como
estrategia para atemperar la violencia partidista, restablecer la democracia y desarrollar reformas
institucionales y fortalecer el Estado, la Iglesia católica buscó colocarse por encima de los
partidos políticos. Las nuevas orientaciones del Papa Juan XXIII de renunciar al
intervencionismo eclesiástico en la política partidista italiana, la apertura de la Iglesia al
pluralismo y los nuevos temas de la justicia social, influyeron de manera importante en la Iglesia
colombiana (Palacios, M. 1995:253). Estos cambios condujeron a divisiones al interior de la
Iglesia. El compromiso con los pobres radicalizó a un sector en contra de las jerarquías
eclesiásticas y en contra del mismo Estado.
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En 1968, en Medellín, el CELAM recogió las ideas de cambio social que se estaban gestando al
interior de la Iglesia. Este cambio marcará el trabajo pastoral, enfatizando la necesidad de la
formación de organizaciones populares y de comunidades eclesiásticas de base para promover el
cambio social (Restrepo, L. A. 1994:47). Algunos sectores de la Iglesia trabajaron con
organizaciones sociales cercanas a la izquierda, aunque fueron renuentes a alinderarse con el
dogmatismo de las agrupaciones políticas del momento. Este sector de la Iglesia basado en una
perspectiva de cambio social, promovió la creación de centros de investigación, programas de
educación popular y concientización, formación de organizaciones populares críticas al sistema
social (Restrepo, L. A. 1994:45).

A partir de este momento la Iglesia, o al menos sectores importantes de la misma,  jugará un
papel fundamental en el desarrollo de organizaciones autónomas, muchas veces críticas del
orden establecido, promotoras de la organización popular y comunitaria, y defensoras de
variadas causas en defensa de los pobres, de la democracia y de la paz del pais.

El gobierno como promotor directo de organizaciones. La mayor parte de programas
gubernamentales que le han dado importancia a la creación de organizaciones, han tenido como
eje la “participación comunitaria” y la movilización de recursos humanos y financieros entre las
mismas comunidades de sectores de bajos recursos. No ha predominado en Colombia el esquema
de los países europeos o de otros paises desarrollados, donde se subsidia de manera importante a
instituciones educativas, de salud o prestadoras de servicios sociales de manera que puedan
prestar servicios de calidad a poblaciones de bajos recursos para garantizar sus derechos sociales.
Las estrategias que promueven la autoayuda, la solidaridad y el trabajo voluntario entre los
pobres, con transferencias muy precarias de recursos por parte del gobierno es lo que ha
predominado en Colombia. Este bajo nivel de subsidio para programas prestados por entidades
sin ánimo de lucro, es lo que explica que, a pesar del peso gubernamental en la creación de
organizaciones, los recursos oficiales para el desarrollo del sector hayan sido tan limitados. Sólo
recientemente parece existir un aumento en la tendencia al incremento de recursos
gubernamentales canalizados hacia ESAL para la prestación de servicios a poblaciones de bajos
recursos.7 Veamos a continuación algunos ejemplos.

Un ejemplo temprano de promoción de organizaciones por parte de programas gubernamentales
lo encontramos en el Departamento de Boyacá, donde el Director de Instrucción Pública,
impulsó desde 1925 las “sociedades comunales de patronato escolar”. Estas sociedades estaban
compuestas por “las damas y los notables” de las aldeas, quienes mediante bazares, ventas de
caridad y colectas, crearon restaurantes escolares y bibliotecas. El modelo fue promovido con
algún éxito en otros departamentos en los siguientes años (Cundinamarca, Santander del Sur,
Tolima y Cauca), mientras que en otros, dada la precaria colaboración de la élites locales, tuvo
poca incidencia (Atlántico, Antioquia, Huila y Nariño). (Helg, A. 1987:123 y 137).

                                                
7 El programa de Ampliación de la Cobertura Educativa  ensayado entre 1994 y 1996 por la Secretaría de Educación del
Departamento de Antioquia es un ejemplo de esta tendencia. A partir de la contratación a ESAL se logró la ampliación de
102.396 cupos para niños y niñas de estratos 1,2 y 3 en zonas marginales de difícil acceso. En el Distrito Capital se están
ensayando programas similares. El programa de Reconstrucción del Eje Cafetero es otro buen ejemplo de transferencia de
recursos gubernamentales a entidades sin ánimo de lucro para el desarrollo de programas públicos.
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En 1940, se retomó a nivel nacional la idea de los patronatos, pero para la tarea de
“desanalfabetizar”, como se denominaba en la época. En cada municipio se quizo crear la
Comisión de Patronato Municipal, la cual incluía al alcalde, al cura, al presidente del Consejo
Municipal y a “tres ciudadanos y tres damas de buena sociedad”. A nivel nacional, se estableció
una comisión encabezada por el Presidente de la República, el Arzobispo Primado y el Ministro
de Educación. Al igual que los patronatos escolares, los bazares y las colectas fueron estrategias
importantes de recolección de fondos. El aporte de la nación se concibió desde el inicio como un
aporte reducido. Más adelante, otro ministro liberal, influido por la pedagogía mutualista,
promoverá una nueva campaña de alfabetización, haciendo llamados a la generosidad de la
Iglesia, los sindicatos y los ciudadanos (Helg, A. 1987:241-2).

Las Juntas de Acción Comunal (JAC) que hoy representan la organización popular más
expandida en el país,8 fueron promovidas por el gobierno a partir de 1958, buscando resolver
problemas críticos de la pobreza, bajo un esquema de participación comunitaria. Estas Juntas
establecidas territorialmente (veredas y barrios), operaron con fondos públicos para proyectos
específicos (construcción de escuelas, centros de salud, vías, alcantarillado, acueductos, etc.),
contrapartidas en trabajo voluntario de los vecinos y fondos adicionales de organizaciones
privadas. Los auxilios parlamentarios fueron, hasta su prohibición en 1991, una importante
fuente de recursos (Palacios, M. 1995:258-259).

Inicialmente, la promoción de las JAC fue delegada al Ministerio de Educación con la creación
en esa entidad de la División de Acción Comunal. En 1960, la dirección del programa fue
traslada al Ministerio de Gobierno, desde donde se estimuló la articulación de la intermediación
social de la población de veredas y barrios, con el sistema político bipartidista (Londoño, R.
1994:50-51). Este sistema contribuyó al desarrollo del clientelismo, al convertir a las JAC en
intermediarios privilegiados de los recursos gubernamentales hacia las comunidades rurales y
barrios marginados de las grandes ciudades, a cambio de generar una clientela electoral
importante.

La historia de las Juntas de Acción Comunal, sin embargo, no se agota en la intermediación
clientelar, pues muchas de ellas adquirieron independencia en relación a los partidos y al
patronazgo gubernamental. En algunos casos, incluso participaron en la creación de otras
organizaciones cívicas y en movilizaciones sociales. Su participación en los paros cívicos fue
significativa desde 1977. La formación de federaciones, de comisiones nacionales y de la
Confederación Comunal, así como la eliminación de los auxilios parlamentarios a partir de la
Constitución de 1991, parecen haber contribuido de manera importante a esta autonomía
(Londoño, R. 1994:51-53). El peso de las juntas en el desarrollo y adecuación de la
infraestructura social de barrios marginales y veredas ha sido de gran importancia, al igual que la
educación comunitaria, la promoción del deporte y recientemente las acciones de conciliación
comunitaria.9

                                                
8 En el censo de 1993 se contabilizaron 42.582 JAC, con dos y medio millones de asociados. Actualmente existen 644
asociaciones municipales de JAC, 28 federaciones y la Confederación Comunal Nacional creada en 1990. Las JAC han sido
soporte para programas de gobierno recientes como el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR) y el Programa de Desarrollo
Integrado (DRI) que a su vez han generado formas organizativas propias.
9 De acuerdo con el Censo Comunal de 1993, entre 1991 y 1992 las Juntas participaron en la construcción o ampliación de 233
centros de acopio; 8.894 escuelas; 2.068 puestos de salud; 5.098 acueductos; 1.313 restaurantes. La actividad de las Juntas es
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La Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) es otro ejemplo de iniciativa
gubernamental en la promoción de organizaciones. En este caso se trata de la creación de una
base popular para los programas de reforma agraria. En un ambiente de oposición política a la
reforma agraria y de tensiones sociales derivadas de invasiones, tomas de tierras y presencia de
organizaciones guerrilleras en amplias zonas rurales, el presidente Carlos Lleras (1966-1970)
promulgó la Ley 1 de 1968 sobre reforma agraria. En ese mismo año expidió un decreto para
promover la organización de los usuarios, buscando movilizar a los campesinos a favor de la
reforma, promover su participación en diversos comités, institucionalizar el conflicto social y
contrarrestar la oposición que se había desarrollado desde diversos sectores.

La independencia de la ANUC de la tutela del gobierno, a diferencia de las JAC, se iniciará muy
temprano. Desde las primeras reuniones de las asociaciones departamentales en 1969, se
manifestó su radicalización y su crítica a los límites de la ley de Reforma Agraria, así como la
imposibilidad del control gubernamental en la orientación de la Asociación. En el primer
Congreso Nacional en 1970, ya posesionado el nuevo presidente Misael Pastrana (1970-1974), el
radicalismo de las asociaciones y la imposibilidad de lograr una subordinación de las mismas a
las orientaciones del gobierno, se expresaron claramente. La oposición a la reforma ganó más
aliados y la polarización aumentó. En 1972 se inició su desmonte y dentro de esta estrategia, el
debilitamiento de la ANUC. En 1972, el Ministerio de Agricultura apoyó al sector inconforme
con el radicalismo y promovió la división de la Asociación que desde entonces mantendría la
línea oficialista, conocida como ANUC-Armenia, y la ANUC-Sincelejo, la tendencia
independiente del gobierno y mayoritaria al interior de la Asociación (Gilhodes, P. 1989b:354-
363).

A lo largo de la década del 70 nuevamente se desarrolla, con presencia de la ANUC, la agitación
campesina con tomas de tierras, ocupaciones de entidades públicas, marchas y paros locales y
regionales. Sólo hasta finales de la década se produjo un reflujo del movimiento campesino
debido a la intensa represión gubernamental y a las divisiones internas por las luchas de
facciones entre la izquierda (Archila, M. 1995:266). Por otro lado, desde 1972 se habían creado
tensiones al interior de la ANUC por la negativa de la recién creada Secretaría Indígena de
someterse a las orientaciones de la junta directiva y por el anhelo de los indígenas de tener una
organización propia. Está aspiración llevará a la creación del Consejo Regional Indígena del
Cauca (CRIC) en 1974 y a la formación de diferentes agrupaciones indígenas en todo el territorio
nacional, proceso que permitió la creación en 1982 de la Organización Nacional Indígena
(ONIC), en donde estuvieron representadas el 80% de las comunidades indígenas del país
(Restrepo, L. A. 1994:50).

Los partidos políticos y la formación de organizaciones. Los partidos políticos han sido otra
fuente para la creación de entidades sin ánimo de lucro. Atrás señalamos, como la creación de las
organizaciones y centrales sindicales fueron impulsadas por los partidos políticos. El surgimiento
de la Central de Trabajadores Colombianos (CTC) se inicia en 1936, con apoyo económico del

                                                                                                                                                            
también muy importante a nivel de la educación comunitaria, de la promoción del deporte, de la acciones de conciliación
comunitaria y de la promoción de proyectos económicos rentables.
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gobierno y el partido liberal. Dos años más tarde, en 1938, el número de afilados a la CTC se
había duplicado y el control liberal en la dirección había aumentado. (Archila, M. 1989b:260)

La influencia liberal en el sindicato, se expresó en el apoyo directo a candidatos de este partido
en las campañas y en el llamado a paro general para manifestar el apoyo al presidente López ante
el intento de golpe militar en 1944. Este apoyo fue recompensado con la legislación laboral de
1945. Sin embargo, ese mismo año marcó el viraje del partido liberal en torno al sindicalismo.
Como dice Marco Palacios, al cortejo y matrimonio iniciales entre el partido liberal y la CTC, le
siguió la separación de cuerpos. Esta separación dejó en claro que la politización de una sola vía
generada por el patronazgo gubernamental y partidista en la dinámica interna de la
Confederación, se traduciría en una influencia muy limitada de la CTC en las posturas partidistas
(Palacios, M. 1995:159).

Por el lado conservador, el apoyo de la Iglesia fue fundamental en la promoción de
organizaciones de trabajadores y posteriormente en la formación de una central sindical. La
Juventud Obrera Católica (JOC) se fundó en 1932 y fue reconocida por el episcopado el
siguiente año. Tuvo un carácter abiertamente anticomunista y buscó competir con los liberales en
el terreno sindical, por lo cual recibió un apoyo importante de los conservadores. Sin embargo, la
influencia católica en el sindicalismo en esa década era todavía precaria. Su trabajo con el sector
obrero había estado dirigido más a la creación de asociaciones de ayuda mutua, y a promover el
ahorro, la formación técnica y la solidaridad inspirada en la caridad, como vía para mejorar la
situación económica, moral y religiosa de los trabajadores (González, F. 1989b:375).  Sólo hasta
la década de los cuarenta, la Iglesia Católica tendrá un papel hegemónico en el sector sindical
gracias al desarrollo de la Unión de Trabajadores de Colombia (UTC), cuyo núcleo fuerte de
trabajadores fue el del sector textil (Londoño, R. 1986:240-241).

La Unión de Trabajadores de Colombia (UTC) se creó en 1946, pero sólo recibió su personería
jurídica en 1949 cuando se reformó el decreto que prohibía el paralelismo sindical. La UTC tuvo
el apoyo de la Iglesia Católica, el partido conservador y los empresarios especialmente
antioqueños. Asumió como banderas la campaña contra el liberalismo y el comunismo, pero
planteó desde sus orígenes una posición de independencia frente a los candidatos de los partidos.
A partir de su creación incorporó continuamente afiliados hasta llegar a ser la central
hegemónica en los 50s y 60s, mientras que la CTC fue perdiendo su influencia. La persecución
conservadora a la CTC y el apoyo oficial a la UTC explican en parte esta dinámica (Londoño, R.
1989: 276-281).

Entre 1957 y 1965 se constituyeron 1.697 sindicatos y el número de afiliados pasó de 100.000 a
700.000. La tasa de sindicalización pasó del 5.5% en 1954 a 15.5% en 1965. Este proceso de
crecimiento sindical estuvo acompañado de una pérdida paulatina del predominio de los partidos
tradicionales en las organizaciones de los trabajadores, de la presencia de nuevas ideologías
políticas en el mundo sindical y de la radicalización del movimiento obrero. (Londoño, R.
1986:283)

El Frente Nacional y especialmente la década de los setenta, fue un período de un intenso
movimiento huelguístico y de radicalización sindical. El sector de servicios públicos y sociales,
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el llamado “sindicalismo de cuello blanco” del sector estatal, aportó el mayor número de huelgas.
La radicalización de los trabajadores no pudo ser encauzada por la UTC y CTC quienes dieron
un mayor énfasis a la negociación institucional y a la participación en los órganos de
concertación con el gobierno y el sector empresarial, el Consejo Nacional de Trabajo y el
Consejo Nacional de Salarios. Esto en parte condujo a la desafiliación de algunos trabajadores de
estas centrales y al crecimiento del porcentaje del sindicalismo no confederado o sindicalismo
independiente (Londoño, R. 1989:294-301).

Entre 1980 y 1990, la tasa de sindicalización descendió abruptamente pasando del 16% al 6.7%
respectivamente (Londoño, R. 1994:40, 53 y 59).Varios factores contribuyeron a la “crisis
sindical”. Además del aumento de los empleos temporales, la informalización y la
desconcentración del trabajo manufacturero, las disputas políticas al interior y entre centrales
obreras fueron un factores que constribuyeron al debilitamiento sindical (Restrepo, L. A.
1994:54). Por otro lado, los intentos de la guerrilla de tomar algunos sindicatos y las respuestas
paramilitares al sindicalismo han debilitado al movimiento sindical. El sector sindical ha sido
duramente golpeado por la violencia armada. Desde su creación en 1986, han sido asesinados
1.500 afiliados de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) y sólo en el período entre
Noviembre de 1993 y Febrero de 1994, 82 sindicalistas fueron asesinados (Archila, M.
1995:261-263).

Las organizaciones de mujeres constituyen un interesante ejemplo de relación con los partidos
políticos pues en sus inicios mantuvieron una orientación bipartidista para ampliar el apoyo a la
lucha por el sufragio femeninos, pero posteriormente se independizaron de los partidos. La
Unión de Ciudadanas de Colombia (UCC) por ejemplo, fue creada en 1959 inspirándose en la
Liga de Votantes de Estados Unidos. Creó una presidencia dual, liberal y conservadora, para
mantener su orientación bipartidista y ampliar así el apoyo al presentar proyectos al Congreso.
La Avanzada Femenina Insurgente Nacional (AFIN) fue creada en 1963, promoviendo la alianza
entre las mujeres de los dos partidos mayoritarios, para incrementar la capacidad de negociación.
Para lograr la unificación pero manteniendo la identidad partidaria, creó dos secciones, la de las
mujeres liberales AFINLI y la de las conservadoras, la AFINCO. La Unión de Mujeres
Democráticas (UMD) se funda en 1959 y  sirvió de nexo entre el Partido Comunista y grupos de
mujeres que trabajan en solidaridad con actividades sindicales y con trabajadores rurales
(Villarreal, N. 1994:150-151 y 159).

Este vínculo entre las organizaciones femeninas y los partidos,  empezará a ponerse en crisis en
la década de los setenta. En la propuesta de creación de un Frente Amplio de Mujeres, en 1977,
la discusión sobre la autonomía del movimiento feminista estuvo en el centro del debate. En este
momento la politización del movimiento feminista ya no pasaba por la acción partidista. Un
nuevo sentido de la acción política se recogió en el slogan de lo “privado es político” y del
llamado a la organización autónoma de mujeres, no limitada a la de los sindicatos y partidos,
aunque si solidaria con el movimiento social del momento (Villarreal, N. 1994:173-180).

Ejemplos tempranos de organizaciones autónomas. Desde tiempos coloniales se tiene noticia
de asociaciones creadas "desde abajo",  no controladas por el Estado, los partidos políticos, las
jerarquias eclesiasticas o por otras formas de poder. Sin embargo, como mencionamos atrás, este
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fenómeno de organizaciones autónomas tuvo un desarrollo más general a partir de los años
sesentas.

Ejemplos tempranos de estas organizaciones independientes son las cofradias que a diferencia de
las instituciones administradas por la Iglesia, tuvieron como eje la autoayuda y la solidaridad
entre iguales. Otro tipo de organizaciones que tuvieron una importante presencia desde finales
del siglo XIX y comienzos del siglo XX, fueron las sociedades de ayuda mutua. Estas sociedades
ejercieron la ayuda entre iguales y no dependieron del Estado ni de la jerarquía eclesiástica. Se
organizaron por afinidad gremial (barberos, sastres, artes gráficas, linotipistas, papelería,
albañiles, etc.) y combinaron los programas y ayudas para momentos críticos del ciclo vital
(enfermedad, muerte, viudez) y crisis económica, con la transmisión de los secretos del oficio, la
generación de vínculos sociales y vínculos de compadrazgo. Se diferenciaron de las cofradías por
su carácter más civil. No se establecieron en torno a un santo aunque en general contaron con el
patrono del gremio. También se diferenciaron de las sociedades democráticas y católicas de
mediados del siglo XIX en la distancia que tuvieron de la política. Mientras estas sociedades
tuvieron fines políticos, apoyando respectivamente al partido liberal y conservador y
participando directamente en los enfrentamientos de carácter partidista, las sociedades
mutualistas privilegiaron el vínculo gremial sobre el político (Castro, B. 1998: Cap. V, p. 17).

Organizaciones privadas de prestación de servicios como la Sociedad San Vicente de Paúl, son
otro ejemplo de este tipo de organizaciones independientes. Si bien fue una organización
orientada básicamente por principios católicos, fue una sociedad secular financiada
mayoritariamente con recursos privados. Sus recursos provenían de limosnas de los socios,
aportes de los miembros contribuyentes, donaciones de individuos y empresas, recaudos de
bazares y conciertos. Los fondos públicos, aunque permanentes e importantes, no superaron el
20%. La Sociedad mantuvo fuertes relaciones con la Iglesia católica aunque fue
institucionalmente independiente. (Castro, B. 1998. Cap. III. Pgs. 10 y 17-25).

En la áreas de salud y protección se crearon importantes fundaciones privadas y obras benéficas
independiente desde la segunda mitad del siglo XX . Algunas se dedicaron a prestar servicios
curativos a los más necesitados, otras abrieron hospitales con atención profesional, otras
dedicaron esfuerzos a los problemas de salud pública del momento. En el área de protección
infantil y el trabajo con poblaciones con dificultades también se promovieron organizaciones de
servicios en esta época. (Acción en Colombia, 1974).

Muchos otros ejemplos se podrían nombrar de organizaciones independientes a lo largo de la
historia, sin embargo queremos detenernos en el surgimiento de lo que se conocera como las
Organizaciones No Gubernamentales (ONGs), iniciado en los años sesenta, pues es parte de un
fenómeno generalizado de organización social donde estuvo muy presenta el criterio de la
autonomía en relación a las estructuras tradicionales de poder.

EL Frente Nacional y el distanciamiento entre la esfera política y las organizaciones civiles.
El pacto político del Frente Nacional (1958-982), con su “reglamento de condominio", los
límites a la competencia política abierta y la garantia para los partidos mayoritarios de
estabilidad en el poder, contribuyó a la disminución de la violencia sectaria derivada de la
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adscripción partidista, pero a la vez condujo a que los partidos perdieran fuerza como expresión
institucional de las demandas y propuestas de la ciudadania y a la deslegitimación paulatina de
las instituciones políticas (Palacios, M. 1995:239). La “democracia excluyente” del Frente
Nacional condujo a una crisis de representación y a un distanciamiento entre la esfera política y
la sociedad (Pécaut, D. 1989:28).

Las limitaciones en las estructuras de intermediación política tuvieron un gran efecto en la
dinámica de las organizaciones de la sociedad civil. Las organizaciones se identificaron menos
con los partidos liberal y conservador y lograron una mayor independencia de estas agrupaciones
políticas. Esta dinámica contribuyó, por un lado, a la creación de organizaciones independientes
de los actores políticos tradicionales y a la formación de una sociedad civil con mayores rasgos
de autonomía, pero por otro lado, ayudó al desarrollo de una sociedad civil que “quedó en gran
parte abandonada a sí misma” (Pécaut, D. 1989:28). Las organizaciones que se crearon por fuera
del sistema bipartidista carecieron de canales de intermediación política y de formas
institucionales de participación en la arena pública que les permitiera expresar institucionalmente
sus demandas. La exclusión y persecución de las disidencias políticas, contribuyeron al deterioro
de la legitimidad del régimen político, a la radicalización y la protesta de las nuevas fuerzas
sociales y a la búsqueda de alternativas sociales y políticas por fuera de los canales
institucionales creados hasta el momento.

Además de los procesos comentados atrás de "autonomización" de organizaciones promovidas
por el gobierno (tipo JAC) o por los partidos (tipo sindicatos y organizaciones de mujeres), en
este período del Frente Nacional se desarrolló un tipo particular de organización conocida
genéricamente como Organización No Gubernamentales (ONG). Esta categoría incluye una gran
diversidad de instituciones con un origen indendiente del gobierno, dedicadas a la promoción
social y al desarrollo económico. Un importante grupo se desarrolló ligado a los cambios y a la
apertura de la Iglesia en los años sesenta. Otras fueron formadas por profesionales anteriormente
vinculados a experiencias políticas de la izquierda, pero descontentos con su perspectiva de
cambio estructural y revolucionario. Activistas de movimientos sociales comprometidos con el
apoyo a organizaciones populares también participaron en la creación de otras ONG. Líderes
cívicos e intelectuales vinculados con empresas privadas también promovieron la creación de
este tipo de organizaciones. Las ideas de justicia social y de compromiso con los pobres, la
autogestión y el desarrollo participativo, las soluciones a pequeña escala, el cuestionamiento de
la política partidista y del papel preponderante del gobierno en el desarrollo, fueron elementos
que en diferentes combinaciones contribuyeron a la formación inicial de estas organizaciones.
Ser contestatarias al régimen político, tener una actitud crítica al Estado y al establecimiento, fue
una de las características sobresalientes de las ONGs hasta mediados de los ochentas. (Vargas,
H.; Toro, J. B. y Rodríguez, M. 1992:32-44).

Para muchas ONG, la consideración de la influencia sobre las políticas gubernamentales o la
participación en la arena pública de concertación, no estuvo inicialmente en su “agenda”. El
aparato estatal era entendido como la expresión monolítica de intereses políticos y económicos
que había que reemplazar (Bernal, J. 1992:85). Para otras ONG, la idea de que los pobres
podrían resolver de manera autónoma sus problemas sociales, tuvo una gran acogida. El
autodesarrollo, la participación comunitaria, la auto-construcción, la auto-ayuda y todo tipo de
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auto-servicios, generaron una ideología que proponía que dada la ineficiencia estatal era posible
y deseable hacer las cosas por cuenta propia.

La falta de legitimidad de la política y de los programas sociales estatales gubernamentales,
reforzaron el impulso a las solidaridades grupales, comunitarias y “populares”, pero
contribuyeron al mismo tiempo al paralelismo entre las acciones "gubernamentales" y las "no
gubernamentales". La independencia en relación con el sistema político y con los programas del
gobierno fue el símbolo de la autonomía del momento.

Las transformaciones democráticas en las estructuras políticas e institucionales desde mediados
de los ochentas contribuyeron a variar la forma de interección entre las ONGs y el Estado. En
este nuevo ambiente institucional las relaciones entre Estado y organizaciones civiles han sido
más fluidas. La polarización y protesta de un amplio grupo de organizaciones del sector durante
los ochenta y el aislamiento de los asuntos públicos de otro amplio grupo, se han ido
transformando en un mayor nivel de colaboración y diálogo, o en un manejo más
institucionalizado de las diferencias. La participación de las organizaciones del sector en los
asuntos públicos, tanto a nivel de la participación en la orientación de las políticas, como en la
gestión de servicios es hoy día más frecuente que hace veinte años.

El conflicto armado y el cierre de espacios demócraticos para la sociedad civil. La
democratización normativa y los desarrollos a partir de la Constitución contribuyeron de manera
importante al avance de la participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) en la
vida pública, pero fueron insuficientes para la “institucionalización del conflicto”. Eso conllevó a
que la década de los noventa se moviera por el doble camino de la ampliación de la participación
democrática de las OSC en la vida pública y la intensificación del conflicto armado. La
intensificación de la presencia guerrillera y paramilitar cerró paulatinamente espacios de
participación y de juego democrático a las OSC y en muchos casos, hizo de los representantes de
estas organizaciones blancos directos de sus acciones.

En ese sentido, a pesar de los factores positivos para la reconstrucción de una institucionalidad
pública legítima y de formas de gobernabilidad democrática con participación de la sociedad
civil, la violencia política guerrillera y paramilitar siguen atentando contra la solución pacífica de
conflictos y la deliberación democrática. Una amplia proporción de la población civil y de los
líderes de organizaciones civiles se encuentran hoy en día amenazados o limitados en su acción
por alguno de los bandos de esta guerra fratricida. Entre estos se encuentran especialmente
líderes comunitarios, activistas sociales y militantes políticos.

Colombia "ha entrado en una espiral de degeneración del Estado y de violencia política,
acompañada de un constante debilitamiento en relación a las libertades políticas y derechos
civiles" (Diamond, L. Hartlyn, J. y Linz, J. 1999:61).Esta debilidad del Estado y la crisis de
representación política están limitando las posibilidades de desarrollar los potenciales
democráticos de la Constitución de 1991 e impidiendo la consolidación del espacio necesario
para el fortalecimiento de la sociedad civil. Esta situación pone de presente la necesidad de un
planteamiento donde se conjugue el fortalecimiento de la sociedad civil, con el desarrollo de un
Estado democrático capaz de ejercer sus funciones constitucionales; así como ubicar el
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fortalecimiento de la sociedad civil en una agenda amplia de gobernabilidad democrática, más
que en una de reducción paulatina del Estado. Fortalecer un Estado que tenga el monopolio de
las armas, permita reconstruir las reglas democráticas y de convivencia pacífica, y garantice los
derechos humanos para todos, es una alta prioridad para la sobrevivencia misma de la sociedad
civil.

CONCLUSIONES

Los apartes anteriores ponen de presente que lo que llamamos Tercer Sector está constituido por
organizaciones muy heterogeneas, con múltiples origenes, valores, campos de acción, niveles de
capacidad y tipo de funciones. El Tercer Sector es una categoría descriptiva que define un
conglomerado de organizaciones sin especificar valores, ni espacios de acción, ni tipo de
relaciones especificas con los gobiernos, el público o las empresas privadas. Sin embargo, a
pesar de esta diversidad y heterogeneidad, se suele atribuir ventajas comparativas inherentes a
sus organizaciones y se le adjudican apriori a las organizaciones del sector visiones
programáticas compartidas.

Las ventajas comparativas y los valores que suelen adjudicarse a las entidades por el hecho de
ser sin ánimo de lucro, son difícilmente generalizables al conjunto de organizaciones del sector.
Es posible identificar un gran número de entidades que prestan servicios de alta calidad, pero es
igualmente posible identificar entidades con servicios de baja calidad. Mientras que algunas OSC
han contribuido con innovaciones de un gran impacto social, otras son implementadoras de
innovaciones producidas por otros o mantienen esquemas de trabajo tradicional. Mientras
algunas contribuyen a la creación de capital social, en otras impera la desconfianza hacia grupos
diversos y son reacias al pluralismo. Si bien la defensa de la democracia y la promoción de
prácticas democráticas son parte de las orientaciones de muchas de las organizaciones del sector,
no todas las entidades por ser entidades sin ánimo de lucro adhieren a principios democráticos y
de inclusión social.

Hay una creciente evidencia investigativa que problematiza el supuesto que generaliza la idea de
que las ESAL orientan sus actividades a los más pobres, realizan programas de forma más
efectiva a los gubernamentales y promueven la participación social incluyente (Hulme, D.
Edwards, M. 1996:5). Algunos estudiosos por su lado han mostrado como la densidad
organizacional en un país no se correlaciona necesariamente con cambios sociales positivos,
como por ejemplo mayores niveles de desarrollo, democracias más avanzadas o con cantidades
mayores de capital social (Rueschemeyer, R. 1998:12-16), mientras que otros sostienen que el
número de las organizaciones voluntarias no es de por si una guía confiable para captar el
desarrollo del capital social (Putnam, R. 2000: 53).

Ahora bien, si más organizaciones del tercer sector no puede equipararse necesariamente con una
mejor sociedad, no podemos derivar de estudios cuantitativos que más Tercer Sector es un
indicador de desarrollo social, de democracia o de capital social. La calidad de las
organizaciones, el tipo de visiones que promueven, el tipo de relaciones que establecen con los
gobiernos, la ciudadanía y la empresa privada son criterios fundamentales para establecer las
contribuciones sociales y políticas de estas organizaciones. Las organizaciones del Tercer Sector
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son productos histórico-políticos y sus contribuciones no se derivan apriori  de su estructura y
forma de operación.

En un período como el actual, donde la competencia por recursos entre las organizaciones del
sector es cada vez más creciente y donde muchas veces prima el objetivo de sobrevivencia
organizacional sobre la misión social, es importante pensar más allá de los límites de las
organizaciones y generar estructuras y redes solidarias, así como orientar el fortalecimiento de
la capacidad de las organizaciones para enfrentar coordinadamente y en relación con los
gobiernos, los agudos problemas de pobreza, equidad, democracia, exclusión y no sólo para
sobrevivir en el competitivo mundo de las "empresas sociales".

En términos potenciales, la acción de las organizaciones en la esfera pública y la interacción
entre gobiernos y organizaciones civiles, más que la acción aislada de las últimas, es lo que
puede conseguir efectos sociales de gran alcance. Las organizaciones del tercer sector no son la
alternativa a los gobiernos, ni al sistema político, ni al mercado, pero sí importantes actores que
influyen en su transformación. Los actores de la sociedad civil, como actores públicos legítimos,
participan al lado de las agencias del Estado y del mercado y no en su reemplazo, en la
elaboración e implementación de las políticas públicas y en el avance del bien común (Naidoo,
K. y Tandom, R. 1999:1).

Parece estar ganando  consenso la idea de que el reto para un país como Colombia no es escoger
entre más gobierno o más sociedad civil, sino entre formas de relación entre los dos. Lo que
habría que definir entonces son los esquemas institucionales de gobernabilidad democrática con
amplia participación ciudadana que permitan efectivamente la real inclusión de las
organizaciones de la sociedad civil en la definición y gestión de lo público. Una perspectiva de
construcción de un Estado Social de Derecho, como lo ha señalado José Bernardo Toro, "vuelve
obsoleta la discusión de si las ESAL complementan o sustituyen al Estado; para volver actual
otra pregunta: cómo debe organizarse la sociedad para cooperar con el Estado en la construcción
de bienes colectivos y públicos que contribuyan a hacer posible la equidad?" (Toro, J. B. 2000).

Una orientación pública del sector no lucrativo, o su "publicización" para retomar el término
acuñado por Bresser Pereira en Brasil, es esencial en un esquema de relación entre OSC y
gobierno que amplíe lo público en vez de privatizarlo. De esa manera se podrían conciliar los
requerimientos de autonomía de las organizaciones con la responsabilidad de las mismas en el
uso de recursos públicos (Bresser Pereira, L. C. y Cunill Grau, N. 1998:51).

En este campo de la producción de bienes públicos con gestión del sector "público no estatal",
existe aún un gran número de interrogantes y se requiere evaluar y aprender de las experiencias
existentes. El trabajo sobre los tipos de relación deseables entre OSC, gobierno y ciudadanía, así
como el diseño y evaluación de modelos operativos, constituyen un campo de trabajo de gran
importancia. Esta es una área de experimentación y aprendizaje social central para profundizar
en la autonomía de las OSC y a la vez desarrollar una relación saludable con el gobierno y la
ciudadanía.
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